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SENTENCIA  

 
En San Juan, Puerto Rico, a  29  de septiembre de 2015.  

El 11 de agosto  de 2015 Trans American Power  Products , 

Inc.,  (la recurrente ) compareció ante nos mediante recurso de 

revisión judicial respecto a la adjudicación de  la Subasta 50343  

(Subasta)  emitida por la Autoridad de Energía Eléctrica (AEE) . La 

Subasta  fue adjudicada  a otro licitador, Valmont  Industries c/o 

Pablo Abad, LLC (Valmont) . 

Al tenor del marco jurídico que más adelante esbozamos, 

confirmamos la decisión de la AEE.  

I  

La AEE  publicó en su página cibernética  una  invitación a la 

Subasta en la que fueron invitados cinco licitadores, para la 

compra y entrega de treinta ( 30 ) postes de acero galvanizado tipo 

S8 de 85 pies de largo de acuerdo al diseño requerido y 

correspondientes planos entregados por la A EE en las 

especificaciones técnicas publicadas. Finalmente , el 8 de  junio de 

2015 se celebró la ape rtura de la S ubasta en la cual sólo 
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participaron cinco l icitadores para la apertura y sólo cuatro 

sometieron cotizaciones . 

Así las cosas , el 13 de julio de 2015 la AEE notificó la 

adjudicación de la subasta al postor más bajo evaluado que 

cumplía con las especificaciones requeridas por la AEE , Valmont . 

El 22  de julio de 2015, la recurrente presentó una 

Reconsideració n ante la Secretaría de Procedimientos 

Administrat ivos de la AEE, para que se le otorgara òla buena pro a 

Trans American Power Products, como postor más bajo evaluado 

que cumple con todos los términos y condiciones expuestos dentro 

de la Subasta y no toma excepci·n alguna dentro de la mismaó. 1 

El 28  de j ulio de 2015, Valmont present ó una  Réplica Moción 

Sometida por Transamerica Power Products, Inc .  

Luego, la recurrente presentó una Contestaci·n òR®plica 

Moci·n Sometida por Valmont Industriesó. 

Por su parte, el foro administrativo no tomó acción en 

relación al trámite de la reconsideración por lo que se entendió 

rechazada de plano. Inconforme con la determinación de la AEE,  el 

11 de agosto de 2015  la recurrente presentó una Solicitud de 

Revisión Judicial de Adjudicación de Subasta , objeto de esta 

revisión. S eñaló la comisión de dos errores:  

òPrimer error: Erró el Comité Evaluador de Subasta de la 

Autoridad de Energía Eléctrica al descalificar a Trans American 
Power Products, Inc. por un boceto pre liminar.  

Segundo error: Erró el Comité Evaluador de Subasta de la 

AEE al conceder la subasta a Valmont Industries cuando su 

propuesta tiene desviación sustancial y es en contra del 

reglamento ó.  
 

El 14 de septiembre de 2015, la AEE present ó un Alegato en 

Oposición a Solicitud de Revisión Administrativa .   

Según intimado, resolvemos a la luz de los siguientes 

fundamentos de Derecho.  

 

                                                 
1
 Apéndice  I- Recurrente, pág. 1 -5. 



 
 

 
KLRA20150858     

 

3 

II  
 

-A- 
 

Los procesos de subasta están revestidos del más alto 

interés público. Los tribunales tenemos el deber de asegurar q ue 

las instrumentalidades públicas al efectuar sus gestiones de 

compra y contratación, cumplan con la ley, con sus propios 

procedimientos y que traten de forma justa a los licitadores. De 

este modo estamos seguros de que los dineros del pueblo son 

utilizad os en beneficio del interés público. No debemos perder de 

perspectiva que el Gobierno es el comprador y contratante más 

grande del país. La adecuada fiscalización del uso de los dineros 

del erario resulta de vital importancia para mantener la confianza 

del  ciudadano en el Gobierno y una democracia saludable. Costa 

Azul v. Comisión  170 DPR  847, 854 (2007) ; RBR Const. SE v. AC , 

supra, pág. 856.  

El objetivo principal de toda subasta pública es que exista 

competencia en las proposiciones de manera que el Estado  consiga 

que la obra se realice al precio más bajo posible. Además, al 

requerirse que la subasta y el contrato  se adjudiquen al postor 

más bajo, se evita que haya favoritismo, corrupción, 

extravagancias y descuido al otorgarse los contratos. A.E.E. v. 

Maxon, 163 DPR  434, 439 (2004). Los propósitos principales de la 

legislación que regula la realización de obras y la contratación de 

servicios para el Gobierno y los sistemas de subastas 

gubernamentales son precisamente: (1) proteger los intereses y 

dinero del pueblo al  promover la competencia para lograr los 

precios más bajos posibles; (2) evitar el favoritismo, la corrupción 

el dispendio, la prevaricación, la extravagancia y el descuido al 

otorgarse los contratos; y (3) minimizar los riesgos del 

incumplimiento.  Aluma C onst. v. A.A.A. , 182 DPR  776, 782 -783 

(2011); Empresas Toledo v. Junta , 168 DPR  771, 778 -779 (2006); 



 
 

 
KLRA20150858  

 

4 

A.E.E. v. Maxon , supra, págs. 438 -439; Justiniano v. E.L.A. , 100 

DPR 334, 338 (1971).  

No obstante, el gobierno posee gran discreción en los 

procedimientos de subastas. Las agencias pueden adjudicar la 

subasta al postor que consideren más apropiado, aun cuando no 

sea el más bajo, si con ello se sirve al interés público. No existe 

una regla inflexible en el sentido de que la subasta se debe 

adjudicar al postor  más bajo. Cuando se trata de la adquisición de 

servicios técnicos de gran costo y sofisticación, la selección de un 

proveedor sobre otros puede conllevar decisiones que descansen en 

criterios que no son estrictamente matemáticos. En estos casos se 

requier e hacer una valorización de la tecnología y los recursos 

humanos con que cuenta el proveedor, a la luz de las necesidades 

presentes y futuras de la agencia . Empresas Toledo v. Junta , supra.  

La subasta formal o mediante ofertas selladas es el 

procedimiento más comúnmente utilizado por las entidades 

gubernamentales para la adjudicación de bienes y servicios. El 

proc eso de subasta formal comienza cuando la agencia prepara los 

pliegos de condiciones y especificaciones, y emite una invitación o 

un aviso de subas ta al público. Luego, los int eresados someten sus 

propuestas selladas, que se hacen públicas mediante la 

celebración del acto de apertura ante todos los postores. 

Posteriormente las propuestas pasan a un comité evaluador que 

luego de eva luadas emite una re comendación respecto a la 

adjudicación de la buena pro. Una vez ésta es recibida, el 

procedimiento concluye con la adjudicación de la buena pro y su 

notificación a todos los postores. La particularidad del 

procedimiento de subasta formal reside en que las ofertas se 

presentan selladas. El cumplimiento de este requisito es de suma 

importancia, ya  que garantiza la secretividad en la etapa anterior a 

la apertura de la licitación. Este elemento es indispensable para 
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que exista una competencia  honesta, pues imp ide que un postor 

enmiende su propuesta para superar la de un competidor. 

Caribbean Communications v. Policía de P.R. , 176 DPR  978, 994 -

996 (2009).  

Los procedimientos de subasta de las agencias o entidades 

gubernamentales no están regulados en una legislac ión especial, 

por lo que éstas tienen la obligación de adoptar la reglamentación 

para guiar los mismos y delimitar el alcance de su discreción. 

A.E.E. v. Maxon , supra, pág. 444; Perfect Cleaning Services Inc. v. 

Centro Cardiovascular , 162 D PR 745, 757 -758 (2004) ; RBR Const. 

SE v. AC , supra, pág. 850. Así pues, los tribunales tenemos la 

obligación de asegurar que las entidades públicas cumplan con las 

disposiciones normativas aplicables y con los reglamentos y 

procedimientos adoptados por ellas  para regir la celebración de 

subastas para la adquisición de bienes y servicios del sector 

privado. También debemos asegurar que en estos procesos se trate 

de forma justa e igualitaria a todos los licitadores, al momento de 

recibir y evaluar sus propuesta s y de adjudicar la subasta. RBR 

Const., S.E. v. A.C. , supra, pág. 856. A esos efectos, las agencias 

tienen discreción para aprobar los reglamentos que establezcan los 

procedimientos y guías que regirán sus propias subastas. 

Caribbean Communications v. Pol icía de P.R. , supra . 

Entretanto, es norma establecida que el debido proceso de 

ley requiere que las agencias incluyan en la notificación  de la 

adjudicación de una subasta los fundamentos en los que se basó 

la Junta de Subastas para así adjudicarla. Consecu entemente, 

una notificación de adjudicación de subasta debe incluir lo 

siguiente: (1) los nombres de los licitadores en la subasta y una 

síntesis de sus propuestas; (2) los factores o criterios que se 

tomaron en cuenta para adjudicar la subasta; (3) los de fectos, si 

alguno, que tuvieran las propuestas de los licitadores perdidosos; y 
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(4) la disponibilidad y el plazo para solicitar la reconsideración y la 

revisión judicial. Pta. Arenas Concrete, Inc. v. J. Subastas , 153 DPR  

733, 743 -744 (2001);  L.P.C. & D., Inc. v. A.C. , 149 DPR  869 , 879 

(1999).  

El requerimiento de que se incluyan los fundamentos en la 

notificación asegura que los tribunales puedan revisar esos 

fundamentos para determinar si la decisión fue arbitraria, 

caprichosa o irrazonable. Se ha señalado  que ese aspecto cobra 

especial importancia en el caso de subastas públicas debido a que 

estas implican directamente el desembolso de fondos públicos. De 

no existir esta norma, el tribunal se vería en la necesidad de 

celebrar un juicio de novo  cada vez que fuera a revisar las 

actuaciones de las agencias y los municipios, lo que sería 

sumamente ineficiente y promovería que esos organismos 

fundamentaran sus actuaciones a posteriori . Pta. Arenas Concrete, 

Inc. v. J. Subastas , supra, págs. 742 -743.  

-C- 
 

Respecto a las subastas la Sección 3.19 de la LPAU, 3 LPRA  

sec. 2169, establece lo siguiente:  

Los procedimientos de adjudicación de subastas 
serán procedimientos informales; su reglamentación y 
t®rminos ser§n establecidos por las agencias. [é] 

 

En cu anto a la revisión judicial en los casos de impugnación 

de subastas  la Sección 4.2 de la LPAU, 3 LPRA  sec. 2172, provee:  

En los casos de impugnación de subasta, la parte 
adversamente afectada por una orden o resolución final de 
la agencia, o de la entidad apelativa de subastas según sea 
el caso, podrá presentar una solicitud de revisión ante el 
Tribunal de Apelaciones  dentro de un término de diez (10) 
días contados a partir del archivo en autos de la copia de la 
notificación de la orden o resolución final de la agencia o la 
entidad apelativa, o dentro de los diez (10) días de haber 
transcurrido el plazo dispuesto por la sec. 2169 de este 
título. La mera presentación de una solicitud de revisión al 
amparo de esta sección no tendrá el efecto de paralizar la 
adjudicación de la subasta impugnada.  
 

Para los casos de adjudicación de subastas en la LPAU, 

supra, solamente se uniformaron los procesos de reconsideración y 



 
 

 
KLRA20150858     

 

7 

revisión judicial. Las agencias deben atenerse a lo allí señalado, a 

falta de que otra cosa se ha ya dispuesto en su estatuto orgánico. 

Éstas no pueden disponer mediante reglamento remedios 

administrativos que menoscaben las garantías mínimas que 

dispone la LPAU. No obstante, se buscó simplificar los 

procedimientos de subastas al eximirlos del alcance del Capítulo III 

de esa legislación que está relacionado a los procedimientos 

adjudicativos. A las agencias se les delegó la facultad individual de 

aprobar las normas, condiciones y especificaciones para las 

subastas. Perfect Cleaning Services Inc. v. Cent ro Cardiovascular , 

supra.  

A pesar de l carácter informal sui generis  de los 

procedimientos de subastas, éstos tienen ciertas características 

adjudicativas. La parte adversamente afectada por la decisión tiene 

el derecho a solicitar la revisión judicial gara ntizada en la LPAU, 

supra. Por  lo tanto, es imprescindible que la agencia informe los 

fundamentos sobre los que descansa su determinación, de modo 

que el foro judicial pueda ejercer apropiadamente su función 

revisora.  

La revisión judicial de los procesos de subastas se rige por 

principios similares a los que gobiernan la revisión de 

procedimientos análogos celebrados ante las agencias. Al igual que 

otras decisiones administrativas , las resoluciones de las agencias 

o entidades gubernamentales que adjudican subastas se 

presumen correctas y gozan de la deferencia de los tribunales. 

Los organismos administrativos tienen una amplia discreción 

en la evaluación de las propuestas de los licitadores, debido a 

su vasta experiencia y especialización . La jurisprudencia  

reconoce que las agencias se encuentran en mejor posición que 

los tribunales para determinar quién es el mejor postor, a base 
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de los factores establecidos en la Ley y en el Reglamento 

pertinente  (Énfasis Nuestro) . 

Al igual que en los demás casos de revisi ón judicial, en la 

adjudicación de una subasta el tribunal no debe sustituir el 

criterio de las agencias por el propio, salvo si se demuestra que la 

decisión no está basada en evidencia sustancial, que fue dictada 

de forma arbitraria, caprichosa, mediante fraude o mala fe. En 

ausencia de estos elementos, ningún postor tiene derecho a 

quejarse cuando otra oferta es elegida como la más ventajosa, ya 

que en las subastas no existen derechos adquiridos. La cuestión 

debe decidirse a la luz del interés público y l a deter minación debe 

ser sostenida si cumple con el criterio de la razonabilidad. 

Caribbean Communications v. Policía de P.R. , supra, págs. 978 y 

1006; A.E.E. v. Maxon , supra; RBR Const. SE v. AC , supra, págs. 

836 y 856 -857.  

-D- 
 

En el caso de autos, l a recurrente alegó que la AEE cometió 

dos errores al adjudicar la subasta. Primeramente, indicó que la 

AEE erró al descalificar le por un boceto preliminar.  En segundo 

lugar , señaló  que la AEE erró al conceder la subasta a Valmont 

cuando la propuesta de est os tenía una desviación sustancial y en 

contra del reglamento.  

Para ef ectos de este escrito, se discutirán ambos errores de 

forma conjunta.  

Es menester señalar que la AEE publicó una subasta para la 

compra y entrega de 30 postes de acero galvanizado tipo S8 de 85 

pies de largo de acuerdo al diseño requerido y planos realizados 

por la AEE.  Entre los requisitos se encontraban los siguientes 2: 

                                                 
2
 Apéndice I -AEE, pág. 10 -15.  
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